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Resumen 

El problema consiste en determinar si, para acudir a 
la Corte Internacional de Justicia, se requiere que un 
Estado posea una legitimación específica.  Es decir, 
que demuestre que tiene un interés jurídico preciso 
en la cuestión que se somete al conocimiento de la 
Corte.  Se trata de precisar si, además de poseer ac-
ceso, o sea una capacidad genérica para ser parte en 
casos (legitimatio ad processum), un Estado que lle-
va determinado asunto al conocimiento de la Corte 
debe demostrar que posee también una titularidad 
legal para someterle la pretensión específica a que se 
refiere dicho asunto (legitimatio ad causam).
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I. Introducción

La reciente sentencia de la Corte Internacional de 
Justicia (CIJ), en la fase de jurisdicción en el caso de 

los rohinyá (Gambia vs. Myanmar), arroja importan-
tes luces sobre un problema poco estudiado de los 
litigios ante ese tribunal, el de la “legitimación para 
actuar” o standing ante la Corte (Corte 
Internacional de Justicia, 2022; Quintana, 2015, 
págs. 14-24).

Por definición, parecería que es un problema 
que únicamente se presenta en casos que se 
someten mediante demanda. En un caso sometido 
mediante compromiso, se puede entender que el 
compromiso mismo implica que cada uno de los 
Estados parte en él posee dicho interés jurídico y, 
sobre todo, que la existencia de ese interés es 
reconocida por la contraparte. En consecuencia, es 
altamente improbable que, en un caso de este tipo, 
surja el presente debate.

Aunque ni el Estatuto de la Corte ni sus reglamentos 
dicen algo al respecto, y la cuestión no se ha presen-
tado con frecuencia, la jurisprudencia parece incli-
narse por la idea de que un demandante debe poseer 
efectivamente algún tipo de derecho o interés jurí-
dico directo en el asunto sometido a la Corte como 
precondición para poder invocar su competencia 
para conocerlo. Esto se expresa en el axioma clásico 
pas d’intérêt, pas d’action. La mayoría de la doctrina 
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1 La definición clásica de controversia en el derecho internacional fue descri-
ta por la Corte Permanente de Justicia Internacional en el caso Mavrommatis 
concessions.

especializada se inclina también por considerar que, 
para poder llevar determinado tema a la considera-
ción de la Corte, un Estado debe poseer un interés 
directo o un derecho subjetivo involucrado en el 
fondo del caso (Rosenne, 2016, pág. 1213; Amerasin-
ghe, 2003, pág. 228; Matscher, 1992, págs. 595-596; 
Benzing, 2006, pág. 376).

Una aproximación doctrinal radicalmente diferente 
es aquella que planteó el juez Morelli en una opi-
nión separada en el caso Camerún septentrional, en 
el sentido de que el concepto de “interés jurídico” 
no tiene un papel que jugar en los litigios internacio-
nales, debido a que, en ellos, es más importante el 
concepto técnico de “contro-
versia internacional” (Perma-
nent Court of International 
Justice, 1924, pág. 11; Quin-
tana, 2021, págs. 106-114).1 
Como uno de los presupues-
tos básicos para que la Corte 
pueda tener competencia en 
un caso dado es que exista 
una controversia entre dos o 
más Estados. El juez Morelli 
adujo que basta con que un 
Estado demuestre que dicha 
controversia existe y que lo involucra para que que-
de automáticamente legitimado para impetrar una 
acción judicial con respecto a la misma. Para una 
crítica a la postura del juez Morelli véase la opinión 
disidente del juez De Castro en el caso Nuclear 
Tests (Australia vs. France) (Corte Internacional de 
Justicia, 1974, págs. 384-387).

II. El caso Sudoeste Africano y el caso Barcelona
Traction

Hay dos casos clásicos ante la CIJ que son referen-
tes indispensables en cualquier discusión relativa a 

la legitimación para actuar.  El primero fue el caso 
Sudoeste Africano, recordado en los anales de la ju-
risprudencia de La Haya por la enorme carga política 
que tuvo para los países en desarrollo.  Fue llevado a 
la Corte en 1960 por Etiopía y Liberia contra Sudáfri-
ca, y se refería a la continuación del mandato sobre el 
territorio de lo que luego se convertiría en Namibia. 
Sudáfrica impugnó la competencia de la Corte y, en 
una ajustada decisión de 1962 (8 votos contra 7), la 
Corte afirmó su competencia y admitió la demanda.  
Como una de las excepciones preliminares plantea-
das por el demandado apuntaba a que los demandan-
tes carecían de un interés jurídico lo suficientemente 
individualizado para presentar sus pretensiones ante 

la Corte, se entendió que el 
tema de la legitimidad para 
actuar había quedado resuelto 
mediante la mencionada pro-
videncia (Corte Internacional 
de Justicia, 1962, pág. 319). 

Sin embargo, cuando el 
caso pasó a la fase de fondo, 
la composición de la Corte 
cambió y, tras 4 años de inten-
so litigio, la Corte emitió una 
segunda sentencia, en la cual 

concluyó que, después de todo, Liberia y Etiopía no 
habían demostrado poseer un interés legítimo sufi-
ciente que les permitiera citar a Sudáfrica ante la Cor-
te y, por tanto, rechazó la demanda (Corte Interna-
cional de Justicia, 1966, pág. 6). La decisión despertó 
una oleada de críticas, especialmente en países del 
mundo en desarrollo, pues se consideró que la Corte 
había producido de facto una revisión de la sentencia 
de 1962, sin seguir los procedimientos del Estatuto de 
la Corte.  Además, la decisión fue adoptada sin una 
clara mayoría, puesto que se presentó un empate de 
votos y fue necesario recurrir al voto ponderado del 
presidente, el juez Spender de Australia.2

El segundo caso es Barcelona Traction, fallado en 
1970, luego de que la Corte sufriera un clarísimo des-

La jurisprudencia parece 
inclinarse por la idea de que 
un demandante debe poseer 
efectivamente algún tipo de 

derecho o interés jurídico directo en 
el asunto sometido a la Corte como 
precondición para poder invocar su 

competencia para conocerlo.
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prestigio como resultado de la segunda decisión en 
Sudoeste Africano.  Era un clásico asunto sobre pro-
tección diplomática entre España y Bélgica, que poco 
o nada tenía que ver con el tema de la legitimación
para actuar. Sin embargo, la Corte aprovechó la oca-
sión que se le presentó para hacer un pronunciamien-
to que habría de tener enormes repercusiones para el
futuro del derecho internacional y que fue interpreta-
do generalmente como un deliberado revirement de
la decisión de 1966.  En el que es probablemente uno
de sus dicta más citados, la Corte sostuvo:

Debe trazarse una 
distinción esencial 
entre las obligaciones 
de un Estado frente a 
la comunidad inter-
nacional en su con-
junto y aquellas que 
surgen vis-à-vis otro 
Estado en el campo 
de la protección diplomática. Por su propia 
naturaleza, las primeras le conciernen a to-
dos los Estados. En vista de la importancia de 
los derechos involucrados, debe considerarse 
que todos los Estados tienen un interés jurí-
dico en su protección: ellas son obligaciones 
erga omnes. (Corte Internacional de 
Justicia, 1970, pág. 32, par. 33)

Este pronunciamiento se refería al derecho sustantivo, 
es decir, a la naturaleza de las obligaciones cuya vio-
lación da lugar a un contencioso internacional.  Pero, 
al enunciar allí que sobre las obligaciones erga omnes 
todos los Estados tienen un interés jurídico, la Corte 
estaba deliberadamente abriendo la puerta a una es-
pecie de actio popularis en el derecho internacional, 
algo que ella misma había dicho, con aparente firme-
za, que no existía, justamente en su controvertida de-

cisión de 1966 en el caso Sudoeste Africano (Corte 
Internacional de Justicia, 1966, pág. 47, par. 88).

Una observación final sobre estos precedentes es que, 
en ese asunto, la discusión se centró en dos hechos: si 
la Corte había errado al considerar que el tema de la 
legitimación para actuar era de fondo y no de proce-
dimiento, y si había sido resuelto o no con fuerza de 
res judicata en la decisión de 1962, incluso, si Liberia 
y Etiopia poseían efectivamente o no el interés jurí-
dico que se requería para iniciar una acción judicial 

en contra de Sudáfrica.  Pero 
la necesidad de que dicho in-
terés jurídico existiera, como 
presupuesto para iniciar un 
litigio, nunca fue cuestionada 
per se, lo cual justifica la apre-
ciación hecha anteriormente, 
en el sentido de que, al nivel 
de la jurisprudencia de la CIJ, 
parece haber unanimidad en 

que el interés jurídico sí constituye un requisito para 
iniciar un proceso ante la Corte.

III. La doctrina de la Comisión de Derecho
Internacional y la jurisprudencia de la CIJ en
el caso Habré (Bélgica vs. Senegal)

Hasta ahora no ha habido lugar a que un Estado 
demande a otro ante la Corte invocando el incum-
plimiento de obligaciones erga omnes. La influencia 
del dictum de Barcelona Traction se ha hecho sentir 
más bien en otras esferas del derecho internacional, 
como la codificación del derecho de la responsabili-
dad internacional del Estado.3 En los Artículos de la 
Comisión de Derecho Internacional (CDI) sobre el 
tema, aprobados en su versión definitiva en 2001 y 
que se considera generalmente que recogen el conte-
nido del derecho internacional consuetudinario apli-

Al nivel de la jurisprudencia
de la CIJ, parece haber 

unanimidad en que el interés 
jurídico sí constituye un requisito 

para iniciar un proceso
ante la Corte.

3 Para los alcances del término “Estado lesionado” ver el artículo 42 de la resolu-
ción sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos 
de 2001.

2 Las decisiones adoptadas por la Corte con el voto ponderado del presidente han 
sido tradicionalmente muy cuestionadas. Solo en cuatro ocasiones esto ha su-
cedido en los casi 80 años de funcionamiento de la CIJ, la última de ellas en el 
litigio sobre delimitación de la plataforma continental más allá de las 200 millas 
entre Nicaragua y Colombia en 2016.
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cable, se consagra como principio fundamental que 
el Estado legitimado para invocar la responsabilidad 
internacional de otro es el llamado “Estado lesiona-
do”, aquel que ha sufrido un perjuicio directo como 
resultado de una acción u omisión del otro Estado. 
Pero para darle cabida al concepto de obligaciones 
erga omnes, la CDI recurrió al concepto análogo de 
normas imperativas de derecho internacional general 
o normas de jus cogens. Según el artículo 48 del pro-
yecto, cuando está en juego la violación grave de una
norma de jus cogens cualquier Estado miembro de
la comunidad internacional tiene legitimación para
invocar la responsabilidad del Estado que la comete.
Esto representa, claramente, la puesta en práctica de
lo que la Corte enunció en el caso Barcelona Traction
y la consagración de una mo-
dalidad especial de actio po-
pularis en el derecho interna-
cional (Asamblea General de 
las Naciones Unidas, 2001).

También pertinente es el caso 
Habré (Bélgica vs. Senegal), 
en el cual estaba en juego el 
cumplimiento por Senegal 
de la obligación de procesar 
o extraditar a un expresidente
de Chad en cumplimiento de 
la Convención contra la Tortura de 1984.  Durante 
el proceso, surgió como cuestión de admisibilidad de 
la demanda el punto acerca de si Bélgica estaba le-
gitimada para citar a Senegal ante la Corte, frente al 
hecho de que ninguna de las víctimas involucradas 
tenía la nacionalidad belga. La Corte tuvo que decidir 
si la condición de Estado parte en esa Convención era 
suficiente para que un Estado planteara una preten-
sión ante la Corte, relativa a la cesación de presuntas 
violaciones de esta, cometidas por otro Estado parte.  

En una sentencia de 2012, la Corte resaltó el carácter 
especial de los tratados de derechos humanos, cuya 
raison d’étre reposa en la noción de un “interés co-
mún” y, luego de citar el obiter de 1970 sobre obliga-

ciones erga omnes, acuñó el novel concepto de “obli-
gaciones erga omnes partes”, al concluir:

Los Estados parte en la Convención tienen 
un interés común en asegurar, en vista de sus 
valores compartidos, que se impidan actos de 
tortura y que, si ocurren, sus autores no gocen 
de impunidad.  La obligación de un Estado 
parte de conducir una investigación prelimi-
nar sobre los hechos y de someter el caso a 
sus autoridades competentes para el procesa-
miento son desencadenadas por la presencia 
del supuesto perpetrador en su territorio, con 
independencia de la nacionalidad del sospe-
choso o de las víctimas, o del lugar en el cual 
ocurrieron los supuestos delitos.  

Todos los restantes Estados 
parte tienen un interés común 
en el cumplimiento de estas 
obligaciones por el Estado en 
cuyo territorio está presente 
el supuesto perpetrador.  Ese 
interés común implica que 
las obligaciones en cuestión 
se deben por cualquier Estado 
parte a todos los restantes Es-
tados parte en la Convención.  
Todos los Estados parte “tie-

nen un interés legal” en la protección de los 
derechos involucrados. […] Estas obligacio-
nes pueden ser definidas como “obligaciones 
erga omnes partes”, en el sentido de que cada 
Estado parte tiene un interés en el cumpli-
miento de ellas en cualquier caso concreto. 
(Corte Internacional de Justicia, 2012, 
pág. 449, par. 68)4

IV. La controversia entre Gambia y Myanmar ante
la CIJ y el estado de la cuestión

El caso objeto del presente comentario fue someti-
do a la Corte mediante una demanda presentada por 

Cuando un Estado es parte en 
un tratado de derechos humanos, 

debe entenderse que tiene un 
interés jurídico legítimo en el 

cumplimiento por todas las demás 
partes de las obligaciones previstas 
en ese instrumento, ya que se trata 
de obligaciones erga omnes partes.  
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Gambia el 11 de noviembre de 2019, por supuestas 
violaciones por Myanmar de la Convención contra el 
Genocidio de 1948, en lo que respecta al tratamien-
to que ese Gobierno le viene dando a la población 
rohinyá. Como base de competencia, Gambia invo-
ca el artículo IX de la Convención de 1948, el cual 
confiere jurisdicción a la Corte para ocuparse de las 
controversias relativas a la interpretación, aplicación 
o cumplimiento de la Convención que puedan surgir 
entre Estados parte en la misma.

Una de las excepciones preliminares presentadas por 
Myanmar se dirigía precisamente a demostrar que 
Gambia no poseía ningún interés especial en cues-
tión alguna relativa al tratamiento del pueblo rohinyá 
en Myanmar y, por tanto, no podía incoar un proce-
so contra ese país.  Se trataba de un tema de admi-
sibilidad, más que de competencia, ya que Gambia 
impugnaba la competencia de la Corte sobre otros 
fundamentos, pero concedía que, incluso si la Corte 
hallaba que era competente, la demanda debía toda-
vía declararse inadmisible, debido a la falta de legi-
timación para actuar por parte del demandante.  La 
Corte rechazó todas las excepciones planteadas por 
Myanmar y afirmó su competencia en el caso, ade-
más de encontrar admisible la demanda de Gambia. 
El caso pasa ahora, por lo tanto, a la fase de fondo.

Con respecto al problema de la legitimación para 
actuar, la Corte resaltó la especial naturaleza de las 
obligaciones que asumen los Estados a la luz de un 
tratado como la Convención sobre el Genocidio, 
reiterando que la raison d’etre del instrumento es la 
noción de un “interés común” (Corte Internacional 
de Justicia, 1951, pág. 23) y, después de citar los casos 
Habré y Barcelona Traction, sostuvo:

El interés común en el cumplimiento de las 
obligaciones pertinentes bajo la Convención 

sobre el Genocidio implica que cualquier 
Estado parte, sin distinción alguna, está le-
gitimado para invocar la responsabilidad de 
otro Estado parte por una supuesta violación 
de sus obligaciones erga omnes partes. La res-
ponsabilidad por una supuesta violación de 
obligaciones erga omnes partes bajo la Con-
vención sobre el Genocidio puede ser invo-
cada a través de la incoación de procesos ante 
la Corte, sin importar si puede demostrarse 
un interés especial.  Si se exigiera un interés 
especial para ese fin, en muchas situaciones 
ningún Estado estaría en posición de plan-
tear una reclamación. (Corte Internacional 
de Justicia, 2022, pág. 36)

Por tanto, en el caso de los rohinyá, la CIJ confirmó 
en forma inequívoca el precedente del caso Habré en 
lo que respecta a la legitimidad para actuar sobre la 
base de un tratado internacional, el cual pasa a con-
vertirse en doctrina judicial aceptada y aplicable con 
respecto a ese tema.  Según dicha doctrina, cuando 
un Estado es parte en un tratado de derechos huma-
nos, debe entenderse que tiene un interés jurídico le-
gítimo en el cumplimiento por todas las demás partes 
de las obligaciones previstas en ese instrumento, ya 
que se trata de obligaciones erga omnes partes.  

Ahora bien, como la prohibición de la tortura o del 
genocidio constituyen no solamente normas bien 
arraigadas de derecho internacional consuetudina-
rio, sino que además son normas de jus cogens o de-
recho imperativo, cuando lo que está en juego es la 
violación de una de estas normas puede pensarse que 
cualquier Estado posee, a la luz del derecho consue-
tudinario y sin necesidad de tratado alguno ni de vin-
culación directa con el caso de que se trate, un interés 
jurídico en el cumplimiento por los demás Estados de 
las obligaciones previstas en ellas, que tienen además 
el carácter de obligaciones erga omnes. Esto, a su vez, 
le confiere legitimación a todo Estado para actuar al 
respecto ante la CIJ, es decir, standing. 

4 La decisión sobre este punto fue adoptada por 14 votos contra 2. Votaron en 
contra la juez Xue (China) y el juez ad hoc de Senegal, Sur. 
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V. Conclusión

En consecuencia, en la medida en que exista una 
base de competencia válida y eficaz entre dicho Es-
tado y un Estado infractor de tales obligaciones, el 
primero podría demandar al otro ante la Corte para 
que responda por cualquier incumplimiento de estas.  
Queda por ver si un caso de esta naturaleza se presen-
tará algún día ante la CIJ.
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